Con fecha 14 de noviembre de 2011, se ha dado traslado a la Abogacía del Estado en Madrid (ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid) para que conteste en el plazo de veinte días a la demanda en el recurso contencioso-administrativo interpuesto, con fecha 1 de septiembre de 2011, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de dicho Tribunal, por D. Antonio Iglesias Madurga (domiciliado en Oviedo) contra la resolución presunta del Ministerio de Economía y Hacienda por la que se habría denegado la iniciación del procedimiento de investigación patrimonial instado por su padre D. Adolfo Iglesias Fernández, del que afirma ser heredero único. 

La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes y fundamentos.

I

Mediante escrito, fechado el día 12 de enero de 2010, y presentado en la Delegación Especial del Ministerio de Economía y Hacienda en el Principado de Asturias, D. Adolfo Iglesias Fernández puso en conocimiento de ésta que el Ayuntamiento de Ribadesella (Asturias) había aprobado el 28 de diciembre de 2009 el Proyecto de Reparcelación del Sector “Vistalmar”, sin que en dicho Proyecto se reconocieran derechos de aprovechamiento urbanístico a favor del Estado. A juicio del autor del escrito, dichos derechos de aprovechamiento urbanístico resultan de la titularidad del Estado respecto de dos parcelas (números 430 y 451). Tales parcelas eran originariamente terreno de marisma, respecto de las que se otorgó concesión para su saneamiento y desecación. Según se alega en dicho escrito, tras su desecación y dado el tiempo transcurrido, pertenecerían al Estado como bienes patrimoniales.

II

El referido escrito -que se aporta con la demanda- consta debidamente registrado. Como consecuencia de dicha denuncia la Dirección General del Patrimonio del Estado no ha dictado resolución incoando el expediente de investigación patrimonial ni, por tanto, resolución sobre la existencia de los derechos de la Administración del Estado denunciados. Dicha Dirección General se limitó a dar traslado de la denuncia a la Demarcación de Costas competente. El recurrente alega que, dado el tiempo transcurrido desde la fecha de presentación del escrito de 12 de enero de 2010, debe entenderse presuntamente denegada la incoación del expediente de investigación patrimonial.

III

Las parcelas están ubicadas dentro del mismo Sector pero no son colindantes entre sí, de suerte que la parcela 430 se ubica junto a la fachada marítima de la ciudad, mientras que la parcela 451 está situada a espaldas de dicha fachada.

Las referidas parcelas fueron objeto de concesión mediante dos Reales Órdenes de 21 de julio de 1931, a favor de un mismo beneficiario. 

En lo que aquí interesa dichos títulos de concesión disponen lo siguiente:

1. La parcela 430 fue objeto de concesión a perpetuidad para su “saneamiento y desecación”, con la finalidad de que se procediera al ensanche de la ciudad mediante su integración en la fachada del paseo marítimo.

2. La parcela 451 fue objeto de concesión para su saneamiento y desecación  sin especificar otra finalidad, ni establecer un plazo de duración.

En ambos títulos se hacía constar la obligación del concesionario de realizar y conservar las obras necesarias para dicho saneamiento y desecación, así como la caducidad de la concesión en caso de incumplimiento de sus obligaciones por el concesionario.

IV

La parcela 430 fue objeto de transmisión por parte de los herederos del concesionario a la inmobiliaria Bujalance S.A., mediante compraventa elevada a escritura pública con fecha 21 de noviembre de 1975, siendo inscrita dicha transmisión y el derecho de propiedad de la mercantil en el Registro de la Propiedad. Tras la citada adquisición, la referida finca fue objeto de obras de relleno y elevación, sin que se hayan realizado obras de urbanización, estando flanqueada por el sur por un edificio que forma parte de la fachada marítima de la ciudad y por el norte por otras dos fincas con la misma apariencia física, que aparecen inscritas como de propiedad particular.

Por su parte, la parcela 451, aparece inscrita en el Registro de la Propiedad en virtud del título concesional original, apareciendo inscritas las transmisiones por título hereditario, como consecuencia de sucesivas escrituras de partición de herencia del concesionario original y sus causahabientes. En la finca aparecen realizadas obras consolidadas que impiden la penetración del agua del mar o de la ría, está poblada con varias especies arbóreas y tiene por única edificación una caseta destinada a guardar los aperos de labranza.

La zona donde se ubican ambas parcelas no ha sido todavía objeto de deslinde tras la aprobación de la Ley de Costas de 1988 y no constan delimitadas como dominio público en un deslinde realizado en el año 1974.

V

El demandante, tras citar en apoyo de sus pretensiones diversos preceptos de la Ley de Costas de 28 de julio de 1988 y de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas de 3 de noviembre de 2003, formula las siguientes pretensiones:

1ª. Que se declare la nulidad del Acuerdo del Ayuntamiento de Ribadesella, por el que se aprueba el Proyecto de Reparcelación del Sector “Vistalmar”, desconociendo los derechos del Estado.

2ª. Que se reconozca la existencia de un derecho de aprovechamiento urbanístico a favor del Estado en el Sector “Vistalmar”, correspondiente a las referidas parcelas, que evalúa como equivalente a 1 millón de euros, teniendo en cuenta el valor medio del metro cuadrado de suelo urbanizable en dicha ciudad y sector.

3ª. Subsidiariamente, para el caso de ser desestimadas las anteriores pretensiones, que se condene al Ministerio de Economía y Hacienda a la apertura del procedimiento de investigación patrimonial que se deriva de su escrito de fecha 12 de enero de 2010.

4ª. Que, en todo caso, se le reconozca el derecho a percibir la cantidad de 250.000€ en concepto de premio, condenando a la Dirección General del Patrimonio del Estado al abono de dicha cantidad.

5ª. Subsidiariamente, que se le reconozca el derecho a percibir la referida cantidad en concepto de responsabilidad patrimonial. Esta pretensión la fundamenta el demandante en la falta de diligencia de la Dirección General del Patrimonio del Estado al tramitar su escrito, lo que habría perjudicado sus derechos patrimoniales en una cuantía equivalente a la cantidad que en concepto de premio hubiera debido percibir. 

VI

Al escrito de demanda se acompaña únicamente: 1) copia del poder general para pleitos otorgado a favor de Procurador; 2) copia del escrito de denuncia dirigido a la Dirección General de Patrimonio del Estado, del Ministerio de Economía y Hacienda. 

El Opositor deberá redactar el escrito de contestación a la demanda respondiendo a las pretensiones formuladas de contrario, con las alegaciones de índole procesal y sustantivo que considere pertinentes. Los hechos consignados anteriormente han de darse por ciertos y acreditados.
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